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Expediente:  11001 33 34 003 2022 00383 00 

Demandante:  BEATRIZ EUGENIA AGUIRRE NARANJO 

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL – 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
  

Asunto:  Admite Tutela y niega medida provisional. 
                          

La señora Beatriz Eugenia Aguirre Naranjo, radicó la acción de tutela de la 

referencia que correspondió por reparto a este Juzgado el día 2 de agosto 

de 2022, con el fin de solicitar el amparo de sus derechos fundamentales al 

trabajo (estabilidad laboral reforzada), debido proceso, mínimo vital y 

seguridad social, presuntamente vulnerados por la Dirección de Sanidad de 

la Policía Nacional con ocasión de la Resolución 314 del 07 de julio de  2022, 

por la cual se dan por terminados unos nombramientos provisionales y se 

efectúan unos nombramientos de carrera administrativa en periodo de 

prueba. 

 

Verificados los requisitos formales previstos en los artículos 14 y 37 del Decreto 

2591 de 1991, se dispondrá su admisión y los correspondientes traslados con el 

fin de garantizar los derechos de defensa y contradicción. 
 

Ahora bien, revisado el contenido del escrito de tutela, se encuentra que la 

accionante solicitó medida provisional, tendiente a ordenar la suspensión del 

mencionado acto administrativo que da por terminada su vinculación 

laboral, por cuanto considera es una violación directa no solo a los fueros 

de estabilidad laboral reforzada si no porque afecta su seguridad social en 

salud, debido a que presenta enfermedad denominada como catastrófica 

(cáncer) y necesita de la continuidad de los tratamientos médicos y los 

aportes a salud y pensión. 
 

Al respecto, advierte el Despacho que el Decreto 2591 de 1991, 

reglamentario de la acción de tutela, establece que desde la presentación 

de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y 

urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 

concreto que lo amenace o vulnere. Así el artículo 7 establece:  

 
“Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde 

la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo 

considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá 

la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

 

 

1 Solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales dirigidos a este Despacho.  
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Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la 

ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios 

ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá 

ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no 

hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél 

contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito 

posible. 

 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier 

medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el 

derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia 

de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias 

del caso (…)”. 

 

Por ello, la Corte ha dispuesto como requisitos para la procedencia de una 

medida provisional en sede de tutela, los siguientes: i) Que estén encaminadas 

a proteger un derecho fundamental, evitar perjuicios ciertos e inminentes al 

interés público, con el fin de garantizar que la decisión definitiva no resulte 

inocua o superflua por la consumación de un daño; ii) Que se esté en 

presencia de un perjuicio irremediable por su gravedad e inminencia, de 

manera que se requieran medidas urgentes e impostergables para evitarlo; 

iii) Que exista certeza respecto de la existencia de la amenaza del perjuicio 

irremediable; iv) Que exista conexidad entre la medida provisional y la 

protección de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados; v) 

Que la medida provisional, para proteger un derecho fundamental o evitar 

perjuicios ciertos e inminentes al interés público, tenga vocación aparente de 

viabilidad por estar respaldada en fundamentos fácticos y jurídicos 

razonables, es decir, que tenga la apariencia de un buen derecho (fumus boni 

iuris); vi) Que exista un riesgo probable de que la protección del derecho 

invocado o la salvaguarda del interés público pueda verse afectado 

considerablemente por el tiempo trascurrido durante el trámite de la tutela, 

esto es, que haya un peligro en la demora (periculum in mora), lo cual 

implica tener un alto grado de convencimiento de que la amenaza de 

perjuicio irremediable es cierta y que el daño, por su gravedad e inminencia, 

requieran medidas urgentes e impostergables para evitarlo; y vii) Que la 

medida provisional no genere un daño desproporcionado a quien afecta 

directamente2. 

 

En ese sentido, las medidas provisionales cuentan con restricciones, debido a 

que la discrecionalidad que entraña su ejercicio no implica un poder arbitrario 

u omnímodo, por lo que, la expedición de esa protección cautelar debe ser 

razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada. 

 

De esta manera, la Corte ha referido que los requisitos de apariencia de buen 

derecho y certeza de un riesgo probable deben concurrir; por lo que, la 

medida provisional no es el escenario procesal para resolver un caso, así se 

cuente con todos los elementos para tomar una decisión. El artículo 7 ídem 

solo se activa cuando además de la apariencia de verdad, se requiera la 

intervención urgente del juez; y ello supone la amenaza de un perjuicio 

 

2 Auto 680 de 2018, Magistrada Ponente Diana Fajardo Rivera.  
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irremediable a un derecho fundamental o al interés público, que no podría ser 

corregido en la sentencia final3. 

 

Ahora bien, en cuanto a la medida provisional solicitada, ésta se encamina a 

que se ordene a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, la suspensión 

provisional de la Resolución 314 del 07 de julio de 2022, por la cual, entre otros, 

se dio por terminado su nombramiento en provisionalidad en el cargo de 

Profesional de Seguridad Código 3-1, grado 13, Código OPEC 74851, para en 

su lugar nombrar en periodo de prueba al señor Luis Guillermo Fernández Celis, 

en razón a la lista de legibles adoptada para dicho cargo en la convocatoria 

de oferta pública de empleos de carrera número 631 Sector Defensa.  
 

Sin embargo, no existe hasta este momento certeza respecto de la existencia 

de la amenaza del perjuicio irremediable, dado que, según el mismo acto 

administrativo, la terminación del nombramiento de la señora Aguirre 

Naranjo solo producirá efectos una vez quien fue nombrado en tal empleo 

acepte el cargo; situación que no se avizora en esta etapa, más si se tiene 

en cuenta que la resolución en mención fue notificada a la accionante sólo 

hasta el 1 de agosto del presente año, y no se cuenta con la constancia de 

notificación de la misma al señor Fernández Celis, quien en todo caso, 

cuenta con el término de 10 días hábiles para aceptar o no su 

nombramiento. 

 

Así mismo, de la historia clínica aportada tampoco se evidencia la necesidad 

de continuidad de tratamientos, medicamentos u otros servicios de salud 

ordenados para tratar la enfermedad que padece la tutelante, como ella 

misma afirma, pues en dichos documentos se registran atenciones sólo hasta 

el año 2015, con lo cual el perjuicio que se alega como sustento de la medida 

provisional solicitada no se configura como actual, dado los elementos 

probatorios con los que hasta ahora cuenta el Despacho. 
 

Además, se recuerda que la acción de tutela deberá fallarse dentro de los 10 

días siguientes a su recibo, término este que resulta perentorio y adecuado a 

la solicitud de amparo de que trata el presente asunto, sin que se evidencie la 

urgencia o extrema necesidad de decretar la medida provisional solicitada, 

ya que en el presente asunto no se observa de manera preliminar un riego 

inminente de afectación a los derechos fundamentales invocados que 

amerite la intervención urgente del Juez de tutela, pretermitiendo el término 

expedito en que debe decidirse la misma, pues la orden que se persigue con 

la medida provisional resulta ser la misma que se busca como decisión 

definitiva en el presente caso. 

 

En ese sentido, al margen de la discusión planteada en la presente acción de 

tutela y que debe decidirse en la sentencia, no se evidencia la ocurrencia de 

un perjuicio irremediable o la intervención urgente del juez, sin esperar el 

trámite expedido de la acción constitucional. Así, adviértase que en todo 

caso, aun cuando no se ha demostrado la efectiva desvinculación laboral de 

la tutelante, esta tiene derecho a recibir atención en salud por parte de su EPS 

aun cuando se haya terminado el vínculo laboral por el término de 1 a 3 meses 

siguiente a la novedad de retiro, según el tiempo de afiliación4, término dentro 

del cual ya se habrá decidido de fondo la presente acción constitucional. 
 

3 Ídem 

4 Decreto 780 de 2016,”Artículo 2.1.8.1 Período de protección laboral. Cuando el empleador reporte la novedad 

de terminación del vínculo laboral o cuando el trabajador independiente pierda las condiciones para continuar 
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Así las cosas, el Juzgado DISPONE: 

 

PRIMERO.- Por reunir los requisitos legales, admítese la presente acción de 

tutela, interpuesta por la señora Beatriz Eugenia Aguirre Naranjo, identificada 

con cédula de ciudadanía 51.916.468, en contra del Ministerio de Defensa – 

Policía Nacional - Dirección de Sanidad y la Comisión Nacional del Servicio 

Civil. 

 

SEGUNDO.- Niéguese la solicitud de media provisional, por las razones 

expuestas. 
 

TERCERO.- Por Secretaría, notifíquese por el medio más expedito y eficaz, 

esta providencia al director de la Policía Nacional, al director de Sanidad 

de esa institución y al representante legal de la Comisión Nacional del 

Servicio Civil, quienes dispondrán del término de dos (2) días, contados a 

partir de la respectiva notificación, para pronunciarse sobre los hechos 

expuestos por la accionante. Para el efecto, deberán aportar las pruebas 

que pretenda hacer valer. 

 

Además, en aplicación del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, el numeral 

7º del artículo 175 y el artículo 197 de la Ley 1437 de 2011, en el informe se 

deberán incluir de manera específica el nombre completo, cargo y correo 

electrónico del funcionario o funcionarios a quienes les correspondería el 

cumplimiento del fallo de tutela, como también el correo electrónico de la 

entidad. 

 

CUARTO.- Ténganse como pruebas los documentos aportados junto con el 

escrito de tutela obrantes de páginas 8 a 147 del archivo 01EscritoTutela.pdf. 

 

Requiérase a la señora Beatriz Eugenia Aguirre Naranjo para que en el 

término de dos (2) días, allegue copia de su historia clínica posterior al año 

2015. 

 

Solicítese a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional que allegue 

dentro del término concedido en el numeral anterior: i) copia digital, íntegra 

y organizada de los antecedentes relativos a la señora Beatriz Eugenia 

Aguirre Naranjo que dieron origen a la Resolución 314 del 07 de julio de  2022 

y demás conceptos y estudios que motivaron dicho acto administrativo y ii) 

constancia de notificación de la Resolución 314 de 2022 al señor Luis 

Guillermo Fernández Celis, y de ser el caso, acta de nombramiento y posesión 

en el cargo a que se refiere dicho acto administrativo.  

 

A la Comisión Nacional del Servicio Civil que aporte, en el mismo término, 

copia del acto administrativo por el cual se conformó la lista de elegibles 

para el cargo denominado Profesional de Seguridad Código 3-1, grado 13, 

Código OPEC 74851, dentro de la convocatoria de oferta pública de empleos 

de carrera número 631 Sector Defensa y su constancia de ejecutoria. 

 

como cotizante y reporte la novedad, el cotizante y su núcleo familiar gozarán del período de protección laboral 

hasta por uno (1) o tres (3) meses más contados a partir del día siguiente al vencimiento del período o días por los 

cuales se efectuó la última cotización.  

Durante el período de protección laboral, el afiliado cotizante y su núcleo familiar tendrán derecho a la prestación 

de los servicios de salud del plan de beneficios por el período de un (1) mes cuando haya estado inscrito en la 

misma EPS como mínimo los doce (12) meses anteriores y de tres (3) meses cuando haya estado inscrito de manera 

continua durante cinco (5) años o más. (...)” 
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QUINTO.- Como quiera que, la presente acción constitucional, podría tener 

incidencia en quien fue nombrado en el cargo que ha venido 

desempeñando la accionante, así como en los demás integrantes de la lista 

de elegibles de empleo con Código OPEC 74851, dentro de la convocatoria 

631 Sector Defensa; se ordena al presidente de la Comisión del Servicio Civil 

y al director de Sanidad de la Policía Nacional, publicar de manera 

inmediata en la página web, la solicitud de amparo y la presente 

providencia, con la finalidad de dar a conocer su existencia y trámite.  

 

Dentro del término de un (1) día hábil siguiente a la notificación de la 

presente providencia, las accionadas deberán acreditar ante este Juzgado 

el cumplimiento a lo ordenado en precedencia. 

 

En todo caso, el director de Sanidad de la Policía Nacional deberá informar 

a este Juzgado la dirección de correo electrónico del señor Luis Guillermo 

Fernández Celis, con el fin de proceder a la notificación de esta providencia. 

Para el cumplimiento de lo anterior se otorga el término de un (1) día hábil 

siguiente a la notificación de la presente providencia. 

 

SEXTO.- Para el efecto, aquellos que lo consideren necesario por 

encontrarse en lista de elegibles en el cargo ya referido, podrán intervenir 

dentro del presente asunto, dentro del término de dos (2) días 

contabilizados a partir del día y la hora en que se proceda a incorporar en 

la página web de las entidades accionadas, la presente providencia. Del 

mismo término dispondrá el señor Luis Guillermo Fernández Celis, siguientes a 

la notificación que por secretaría realice el Juzgado. 

 

SÉPTIMO.- Notifíquese por el medio más expedito y eficaz a la parte 

accionante, en la dirección electrónica informada en su solicitud de 

amparo.  

 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 
 

SONIA MILENA VARGAS GAMBOA 

Juez 
 

 

D.C.R.P 


